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Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


María Ligia Gallego Santos 

Demandados:


ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico 

Llamada en Garantía:                    Cooperativa Multiplicadora de Servicios –Multiser-

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía 

Tema: 1. LAS EMPRESAS SOCIALES DEL ESTADO.

Frente a este mismo tema, la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en sentencia Nº 41719 de 2 de diciembre de 2013, determinó que las entidades estatales están facultadas, en lo relacionado con la gestión administrativa o funcionamiento de la entidad, a hacer uso de la modalidad de contratación prevista en el numeral 3º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, celebrando contratos con personas jurídicas o naturales, siempre y cuando se identifique claramente que esos servicios de apoyo a la gestión implican el desempeño de un esfuerzo o actividad de apoyo, acompañamiento o soporte y de carácter, entre otros, técnico, operacional y logístico entre otros;..
2. COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO. Características y prohibiciones.

De donde saltan a la vista como características esenciales de estas entidades, la libertad de asociación, el autogobierno de sus miembros y la autonomía en el desarrollo de la actividad, actividad que de conformidad con el artículo 13 de la ley 1233 de 2008 es de resultado y no de medio, pues debe corresponder a la ejecución de un proceso total, parcial o subproceso, a favor de otras cooperativas o de terceros en general, cuyo propósito final, precisamente consista en un resultado específico.

Lo anterior explica que de manera expresa la legislación prohíba que las cooperativas hagan intermediación laboral o envíen trabajadores en misión.  Lo primero porque implicaría que ellas vincularían el personal en nombre del contratante quien asumiría la calidad de empleador y lo segundo porque en razón de la autonomía no es aceptable que la cooperativa delegue en el beneficiario del servicio un poder subordinante sobre el trabajador asociado, que ni siquiera ella misma tiene y que a la postre implicaría que el trabajo se desarrollaría como una actividad de medio.

De otro lado la prohibición contenida en el artículo 63 de la ley 1429 de 2010 consistente en que los trabajadores asociados no sean destinados a la realización de actividades misionales permanentes, con las precisiones que al respecto introdujo el artículo 1º del decreto 2025 de 2011, en el sentido de explicar que éstas son las dirigidas al cumplimiento de funciones directamente relacionadas con la producción del bien o servicios característicos de la empresa, encuentra sustento en las limitaciones propias del outsourcing en cuanto el mismo solo procede y está totalmente autorizado para labores ajenas al core bussines u objeto social central.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diecinueve de abril de dos mil diecisiete, siendo la una y cuarenta y cinco de al tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARÍA LIGIA GALLEGO SANTOS en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo Laboral del Circuito de Apía el 15 de octubre de 2015,  dentro del proceso que le sigue a la ESE HOSPITAL SAN RAFAEL DE PUEBLO RICO, cuya radicación corresponde al Nº 66045-31-89-001-2013-00067-02 y en el que fue llamada en garantía la COOPERATIVA MULTIPLICADORA DE SERVICIOS –MULTISER-.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Ligia Gallego Santos que la justicia laboral declare que entre ella, en calidad de empleada, y la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico existió un contrato de trabajo entre el 1º de febrero de 2008 y el 31 de enero de 2010 y con base en ello aspira que se condene a la entidad demandada a reconocer y pagar la diferencia salarial, el tiempo suplementario, la prima de navidad, vacaciones, prima de vacaciones, bonificación especial por recreación, subsidio familiar, las cesantías y sus intereses, calzado y vestido de labor, la indemnización por despido sin justa causa, las sanciones moratorios de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 1º del Decreto 797 de 1949, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Prestó sus servicios personales a favor de la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico entre el 1º de febrero de 2008 y el 31 de enero de 2010 cuando fue despedida sin justa causa; las funciones desempeñadas en el área de servicios generales realizando limpieza y aseo de la planta física, lavandería, lavado y asepsia de los utensilios del hospital, las llevaba a cabo en un horario de trabajo de lunes a domingo entre las 7:00 am y las 12:00 m y desde las 2:00 pm hasta las 5:00 pm, prestándose el servicio durante domingos y festivos; a la terminación del contrato no se le cancelaron los salarios y prestaciones sociales a que tenía derecho; el 9 de marzo de 2011 elevó reclamación administrativa ante la ESE accionada, la cual fue resuelta negativamente el 25 de marzo de 2011.

Al contestar la demanda –fls.24 a 27- la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico aceptó que la accionante prestó sus servicios, pero bajo las indicaciones, instrucciones dispuestas por la Cooperativa Multiser, en virtud a los contratos de prestación de servicios suscritos por la ESE y la Cooperativa. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones que denominó “Mala fe”, “Falta de legitimación en la causa por activa”, “Indebida legitimación por pasiva”.

En escrito adjunto, solicitó que fuera llamada en garantía la Cooperativa de Trabajo Asociado Multiplicadora de Servicios –Multiser-, quien una vez notificada del auto admisorio de la demanda y del llamamiento en garantía, dejó transcurrir el término de traslado en silencio.

En sentencia de 15 de octubre de 2015, el Juez determinó que si bien en el proceso quedó demostrada la prestación personal del servicio de la señora María Ligia Gallego Santos a favor de la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico a partir del 1º de febrero de 2008, desconociéndose la fecha de terminación de las actividades, lo cierto es que con las pruebas allegadas al plenario de demostró que esas actividades no las hizo bajo la continuada subordinación y dependencia de la ESE demandada, pues quien le imponía los horarios y supervisaba sus funciones era la Cooperativa de Trabajo Asociado Multiser, motivo por el que absolvió a la entidad accionada de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, la señora María Ligia Gallego Santos interpuso recurso de apelación argumentando que la Ley 10 de 1990 establece en su artículo 26, que este tipo de entidades como la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico deben tener en su planta física personal destinado a desempeñar labores de sostenimiento y mantenimiento de la planta física, que era precisamente el servicio que ella prestaba; es decir, es la propia Ley la que le ordena a la entidad la vinculación por medio de contrato de trabajo del personal necesario para el mantenimiento de la planta.

En ese sentido, considera que no resulta dable que se supriman esos cargos, para que posteriormente sean contratados esos servicios a través de un tercero, pues como ya indicó, ese servicio debe ser contratado directamente por la entidad pública por disposición de la Ley.

Adicionalmente estima que de los testimonios rendidos en el proceso, se demuestra con suficiencia que ella estuvo vinculada mediante un contrato de trabajo a la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico, motivo por el que tiene derecho a que se accedan a las pretensiones de la demanda.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Existió entre la señora María Ligia Gallego Santos y la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico un contrato de trabajo entre el 1º de febrero de 2008 y el 31 de enero de 2010?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. LAS EMPRESAS SOCIALES DEL ESTADO.

Establece el Decreto 1876 de 1994 que las Empresas Sociales del Estado constituyen una categoría de entidad pública, descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, creadas o reorganizadas por la ley o por las asambleas o concejos; que tienen como objetivo la prestación del servicio de salud, entendido como un servicio público a cargo del Estado y como parte integrante del Sistema de Seguridad Social en Salud.

Ahora bien, según el numeral 5º del artículo 195 de la Ley 100 de 1993, las personas vinculadas a este tipo de entidades tienen el carácter de empleados públicos y trabajadores oficiales, conforme a las reglas previstas en el capítulo IV de la Ley 10 de 1990. 

En ese sentido, el artículo 26 de ese cuerpo normativo determina que la estructura administrativa de ese tipo de entidades, para la organización y prestación de los servicios de la salud, puede estar integrados por empleos de libre nombramiento y remoción, y de carrera; indicando que pertenecen a los primeros en el nivel territorial: a. Los de Secretario de Salud o Director Seccional o local del sistema de salud, o quien haga sus veces; b. Los de Director, Representante Legal de entidad descentralizada y c. Los empleos que correspondan a funciones de dirección; señalando a renglón seguido, que los demás son de carrera.

Posteriormente, dicha norma en su parágrafo, define que “Son trabajadores oficiales, quienes desempeñen cargos no directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales, en las mismas instituciones.”

Por su parte el legislador, a través del artículo 32 la Ley 80 de 1993, facultó a las entidades estatales a celebrar contratos de obra, de consultoría, de prestación de servicios, de concesión y encargos fiduciarios y fiducia pública, con el fin de cumplir con su objeto.

De allí que las Empresas Sociales del Estado, estén facultadas para que, en uso de la facultad conferida en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, con el fin de cumplir con la prestación del servicio de salud, celebren contratos de prestación de servicios en las condiciones y términos señalados en el dicha disposición. La Corte Constitucional en sentencia C-154 de 1997 al estudiar la norma en comento, señaló:

“De otro lado, se plantea que la pretendida discriminación conlleva no sólo una desnaturalización del contrato de prestación de servicios, sino también a la vulneración del derecho al trabajo reconocido en el preámbulo y artículos 1, 2 y 25 de la Constitución y por ende de los principios mínimos laborales consagrados en el artículo 53 de la Carta Política, en especial en lo que a la primacía de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo, la irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales y la estabilidad en el empleo, se refiere.

Al respecto esta Corporación considera pertinente señalar que los principios mínimos y garantías constitucionales consagradas en el artículo 53 constitucional son de carácter general y aplicables a todas las modalidades de la relación laboral; en consecuencia, en el caso sub-examine su aplicación escapa al contenido y finalidad del contrato de prestación de servicios dada la independencia y autonomía con que el contratista ejecuta su labor, unido a la prohibición de que el mismo equivalga o se asimile a un contrato de trabajo salvo, lo enunciado en esta providencia para aquellos casos en que se acredite la existencia de la relación laboral.

Merece especial atención el señalamiento de los demandantes frente a la prohibición absoluta de que los contratos de prestación de servicios generen relaciones laborales y prestaciones sociales, aun cuando -en su sentir- en la práctica ocurran verdaderas relaciones laborales dentro de la forma de esos contratos. Si bien, las anteriores limitaciones son consecuencia lógica deducible del reconocimiento que el Legislador ordinario mantuvo de la naturaleza y elementos sustanciales del contrato de prestación de servicios, en la preceptiva en cuestión, la Corte considera que el Legislador al usar la expresión "En ningún caso... generan relación laboral ni el pago de prestaciones sociales" para calificar la prohibición, en manera alguna consagró una presunción de iure o de derecho, que no admite prueba en contrario, como se señala en la demanda, ya que el afectado, como se ha expresado, podrá demandar por la vía judicial competente el reconocimiento de la existencia de la vinculación laboral y las consecuencias derivadas del presunto contrato de trabajo relacionadas con el pago de prestaciones sociales.

Preferentemente, el principio constitucional de prevalencia de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales tiene plena operancia en el asunto sub lite, en los casos en que se haya optado por los contratos de prestación de servicios para esconder una relación laboral; de manera que, configurada esa relación dentro de un contrato de esa modalidad el efecto normativo y garantizador del principio se concretará en la protección del derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación que haya adoptado el vínculo que la encuadra, desde el punto de vista formal, con lo cual "agota su cometido al desentrañar y hacer triunfar la relación de trabajo sobre las apariencias que hayan querido ocultarla. Y esta primacía puede imponerse tanto frente a particulares como al Estado mismo.".

Frente a este mismo tema, la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en sentencia Nº 41719 de 2 de diciembre de 2013, determinó que las entidades estatales están facultadas, en lo relacionado con la gestión administrativa o funcionamiento de la entidad, a hacer uso de la modalidad de contratación prevista en el numeral 3º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, celebrando contratos con personas jurídicas o naturales, siempre y cuando se identifique claramente que esos servicios de apoyo a la gestión implican el desempeño de un esfuerzo o actividad de apoyo, acompañamiento o soporte y de carácter, entre otros, técnico, operacional y logístico entre otros; lo cual hizo en los siguientes términos:

“102.- Por otra parte, con estos mismos fundamentos se entiende entonces por contratos de “apoyo a la gestión” todos aquellos otros contratos de “prestación de servicios” que, compartiendo la misma conceptualización anterior, esto es, el desempeño de actividades identificables e intangibles, el legislador permite que sean celebrados por las entidades estatales pero cuya ejecución no requiere, en manera alguna, de acuerdo con las necesidades de la administración (previamente definidas en los procesos de planeación de la Entidad), de la presencia de personas profesionales o con conocimientos especializados, sean estas naturales o jurídicas.

103.- Se trata entonces de los demás contratos de prestación de servicios, caracterizados por no ser profesionales o especializados, permitidos por el artículo 32 No 3º de la Ley 80 de 1993, esto es, que involucren cualesquiera otras actividades también identificables e intangibles que evidentemente sean requeridas por la entidad estatal y que impliquen el desempeño de un esfuerzo o actividad de apoyo, acompañamiento o soporte y de carácter, entre otros, técnico, operacional, logístico, etc, según el caso, que tienda a satisfacer necesidades de las entidades estatales en lo relacionado con la gestión administrativa89 o funcionamiento de la correspondiente entidad, pero sin que sean necesarios o esenciales los conocimientos profesionales o especializados para su ejecución, los cuales, como se ha advertido, se reservan exclusivamente para el “contrato de prestación de servicios profesionales”, y no para éstos de simple “apoyo a la gestión”. 

104.- De esta forma el concepto de “apoyo a la gestión” entraña un claro apoyo a la actividad de las entidades estatales que debe entenderse de conformidad con la sistemática expuesta a propósito del contrato de prestación de servicios y que de manera restrictiva tiene relación con la administración o el funcionamiento de la entidad estatal correspondiente, conforme a las  prédicas y exigencias del artículo 32 No 3º de la Ley 80 de 1993, tal como claramente lo ha decantado los precedentes de la sección tercera del Consejo de Estado.”.

Por su parte la Sala de Casación Laboral en sentencia SL-7789 de 1º de junio de 2016 radicación Nº 49730 con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena, al estudiar un caso en el que Bancolombia S.A. contrató mediante outsourcing los servicios de un tercero para el aseo, embellecimiento, adecuación y mantenimiento de sus instalaciones, enseñó que esas actividades pueden ser contratadas a través de un tercero, sin que ello implique intermediación, siempre y cuando esas precisas actividades no sean de aquellas en las que se sustenta el giro ordinario de sus negocios, independientemente si se trata de una entidad pública o privada; lo cual expresó en los siguientes términos:

“Ahora, la conexidad que predicó el Tribunal entre el embellecimiento de las sedes físicas del Banco y su actividad financiera, en manera alguna puede tener cabida para extender la responsabilidad en el pago de las obligaciones laborales, por cuanto salta de bulto que las dos no son de la misma esencia ni envergadura; es obvio que cualquier entidad privada o pública quiera desarrollar su propósito de la mejor manera, en espacios limpios, amplios y bellos, pero eso jamás podrá significar que dichas labores sean del giro ordinario de sus negocios, a menos que se trate de una empresa de aseo, por ejemplo..”.

2. COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO. Características y prohibiciones

La globalización de los mercados y la apertura de las economías nacionales implicaron la necesidad de flexibilizar las relaciones laborales vigentes en cada páis. Dentro de las instituciones que tomaron vuelo y marcaron la pauta a finales del siglo XX y principios del XXI tiene especial lugar, la de las Cooperativas de trabajo asociado, como una manifestación de tercerización por medio de la figura del outsourcing permitiendo a los contratantes dedicarse al core business o corazón de su negocio y dejando que sean terceros ajenos a su organización quienes cumplan actividades que resultan complementarias o afines a su objeto social.
En efecto, se desprende de los artículos 3 y 10 del decreto 4588 de 2006 que el trabajo asociado cooperativo es la actividad libre, autogestionaria, física, material o intelectual o científica, que desarrolla en forma autónoma un grupo de personas naturales que han acordado asociarse solidariamente, fijando sus propias reglas conforme a las disposiciones legales y con las cuales autogobiernan sus relaciones, con la finalidad de generar empresa (art. 10), produciendo bienes, ejecutando obras o prestando servicios, para satisfacer las necesidades de sus asociados y de la comunidad en general.

De donde saltan a la vista como características esenciales de estas entidades, la libertad de asociación, el autogobierno de sus miembros y la autonomía en el desarrollo de la actividad, actividad que de conformidad con el artículo 13 de la ley 1233 de 2008 es de resultado y no de medio, pues debe corresponder a la ejecución de un proceso total, parcial o subproceso, a favor de otras cooperativas o de terceros en general, cuyo propósito final, precisamente consista en un resultado específico.

Lo anterior explica que de manera expresa la legislación prohíba que las cooperativas hagan intermediación laboral o envíen trabajadores en misión.  Lo primero porque implicaría que ellas vincularían el personal en nombre del contratante quien asumiría la calidad de empleador y lo segundo porque en razón de la autonomía no es aceptable que la cooperativa delegue en el beneficiario del servicio un poder subordinante sobre el trabajador asociado, que ni siquiera ella misma tiene y que a la postre implicaría que el trabajo se desarrollaría como una actividad de medio.

De otro lado la prohibición contenida en el artículo 63 de la ley 1429 de 2010 consistente en que los trabajadores asociados no sean destinados a la realización de actividades misionales permanentes, con las precisiones que al respecto introdujo el artículo 1º del decreto 2025 de 2011, en el sentido de explicar que éstas son las dirigidas al cumplimiento de funciones directamente relacionadas con la producción del bien o servicios característicos de la empresa, encuentra sustento en las limitaciones propias del outsourcing en cuanto el mismo solo procede y está totalmente autorizado para labores ajenas al core bussines u objeto social central.

EL CASO CONCRETO

De conformidad con lo expuesto, no le asiste la razón a la señora María Ligia Gallego Santos cuando en la sustentación del recurso de apelación argumenta que por disposición de la Ley 10 de 1990, las actividades que dice haber realizado en la limpieza y aseo de la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico, solo podía haberlas hecho siendo vinculada a través de un contrato de trabajo que le diera la connotación de trabajadora oficial de la entidad demandada, pues como se vio, el legislador en esa normatividad, más precisamente en su artículo 26, lo que hizo fue señalar cuales pueden ser los cargos que se encuentren en la estructura administrativa de esas instituciones, sin que se le imponga la obligación de contar con ese personal de planta, ya que también le da la facultad de realizar su objeto social, respecto a cargos de “apoyo de gestión”, celebrando los contratos de prestación de servicios previstos en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993.

En ese sentido, la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico al dar respuesta al libelo introductorio –fls.24 a 27- manifestó que era cierto que la señora María Ligia Gallego Santos prestó sus servicios en la limpieza y aseo de la planta física, pero que no lo fue mediante la suscripción de un contrato de trabajo, sino a través de la Cooperativa de Trabajo Asociado Multiplicadora de Servicios –Multiser-, con quien durante algunos periodos se celebraron varios contratos de prestación de servicios, mismos que fueron allegados y se ven a folios 33 a 64 del expediente, y en los que se evidencia que las partes pactaron como objeto contractual la prestación de servicios de labor asociado con bacteriología, auxiliares de enfermería, servicio de apoyo como promotoras de salud y apoyo administrativo como coordinación de calidad, portería, auxiliares, conductores y oficios generales en el hospital.

Con el fin de establecer que fue lo que sucedió entre las partes, la señora María Ligia Gallego Santos solicitó que fueran escuchados los testimonios de la señora María Luz Moreno Mosquera y el señor Luis Carlos Jiménez Sánchez quienes en síntesis manifestaron que en efecto la demandante realizaba actividades de limpieza y aseo en la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico, en donde ellos también prestaron sus servicios; sin embargo, sostienen que ella no estaba vinculada directamente por la accionada, sino que lo hacía bajo el mando de la Cooperativa de Trabajo Asociado Multiser a la que se encontraba afiliada, explicando con detalle el señor Jiménez Sánchez, quien también perteneció a la cooperativa, que no recibían órdenes por parte del personal de la ESE, pues quienes determinaban como y cuando se prestaba el servicio era la propia Multiser, quien adicionalmente era quien les cancelaba mensualmente la remuneración por sus actividades; indica que en las reuniones a las que eran citados por parte del grupo directivo de la cooperativa, se les señalaban las directrices que debían de seguir para cumplir con el contrato de prestación de servicios suscrito entre las entidades; que a esas reuniones solo asistían los afiliados a la cooperativa y que para pertenecer a ella tuvieron que realizar curso de cooperativismo; que esas reuniones eran periódicas con el fin de resolver dudas; que en muchas oportunidades la cooperativa les enviaban oficios en los que les cambiaban funciones, como ocurrió con una asociada.

Por su parte, la demandada solicitó que se escucharan las declaraciones de las señoras Carolina Ayala Taborda, Claudia María Ramírez Mosquera y el señor Fabio Nel Gómez Morales, quienes en términos generales corroboraron todo lo relatado anteriormente, agregando detalles como que los asociados a la Cooperativa siempre portaban camisetas y distintivos propios de Multiser; que era dicha entidad la que suministraba los elementos propios para realizar las actividades de aseo y limpieza; que en muchas oportunidades las personas que eran encargadas para llevar a cabo esas tareas no se presentaban, situación que llevaba a las directivas del hospital a llamar a la Cooperativa y ésta lo que hacía era enviar otra persona para ese fin y que esa entidad tenía la potestad de remitir las personas que quisiera a cumplir con esas actividades.

El juez haciendo uso de las facultades conferidas en el artículo 54 del C.P.T. y de la S.S. llamó al señor Diego Andrés Gómez Román, quien dijo conocer a la demandante por realizar las tareas de servicios generales en la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico, en donde él también prestó sus servicios como asociado de la Cooperativa Multiser y posteriormente como funcionario de planta; confirmando en su relato todo lo manifestado por los testigos relacionados anteriormente, añadiendo que en la etapa en la que estuvo vinculado de manera directa al Hospital, le correspondió hacer interventoría al contrato suscrito con Multiser.

De acuerdo con lo expuesto, se tiene entonces que si bien la señora María Ligia Gallego Santos prestó sus servicios a favor de la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico, en la limpieza y aseo de la planta física, esta es una labor de “apoyo a la gestión”, ajena al “core bussines” de la entidad demandada y por ende, llevada a cabo por fuera de los lineamientos de un contrato de trabajo, pues como se evidencia con el relato de la totalidad de los testigos, ella prestó ese servicio como asociada de la Cooperativa de Trabajo Asociado Multiser, siendo dicha entidad quien determinaba la forma como se realizaba el objeto contractual, sin que en ello tuviera incidencia la demandada, siendo la propia Multiser quien le cancelaba la remuneración por el servicio a la actora y le suministraba todos los insumos necesarios para cumplir su tarea.

Es que nótese que la Cooperativa era quien tenía la potestad de determinar quién prestaba el servicio, ya que podía disponer de los asociados que quisiera para cumplir con el objeto del contrato de prestación de servicios que suscribió con la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico, sin que esta entidad tuviera incidencia alguna en la forma como lo debía de hacer, al punto que lo único que generaba una comunicación en ese sentido entre las entidades, era cuando una de las personas destinadas por la Cooperativa para el aseo y limpieza del Hospital no se presentaba, lo que generaba simplemente que Multiser remitiera otra persona que cumpliera con esa actividad; lo que indica que la señora María Ligia Gallego Santos nunca estuvo sometida a los reglamentos ni a las órdenes de la ESE demandada.

En el anterior orden de ideas, no resulta dable declarar la existencia de un contrato de trabajo entre la demandante y la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico, como acertadamente lo determinó el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía; pues obsérvese como los servicios prestados por la señora María Ligia Gallego Santos en virtud al contrato de prestación de servicios suscrito entre la Cooperativa Multiplicadora de Servicios –Multiser- y la ESE Hospital San Rafael de Pueblo Rico eran en apoyo a la gestión administrativa de la entidad estatal para su adecuado funcionamiento. 

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
                         HERNAN BEDOYA RENGIFO                                                                   

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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